Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ahora, pasamos a considerar el Código del Procedimiento Policial y su marco 
normativo. 


Hay propuestas para que de dicho Código se desglosen los artículos 24, 25, 57, 75, 93, 135 
y 136. 


SEÑOR ABREU.- Quisiera proponer que se desglosen los artículos 47 y 105. 


SEÑOR GALLINAL- Por mi parte solicito que se desglosen los artículos 43, 48, 62, 76, 124, 125, 144 
y 145. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se pasa a votar en bloque el resto del 
articulado. 


(Se vota:) 
- 8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 24. 

(Se lee:) 


“Artículo 24.- (Deber de informar) Toda vez que un policía dispare su arma de fuego deberá 
informar de inmediato y por escrito a su superior, quien adoptará las medidas correspondientes de 
acuerdo a las circunstancias del caso. 


Se exceptúan de la presente disposición los disparos que se realicen con fines de instrucción 
en establecimientos policiales autorizados y equipados a esos efectos. 


En todos los casos, del resultado de la labor desarrollada por la policía según lo dispuesto en 
el presente capítulo, el superior responsable del servicio deberá enterar en forma inmediata al juez 
competente (artículo 6 de la presente ley), estándose a lo que éste disponga”. 


En consideración. 


SEÑOR MICHELINI.- Me parece que el último inciso debería ponerse en un artículo distinto porque se 
está haciendo referencia al capítulo y no al mismo artículo. Entonces, debería ser un artículo 24.1 en el 
que se incluirían todos los casos, pero no los disparos que se realicen con fines de instrucción, porque 
esos están exceptuados. Es un artículo que involucra a todo el capítulo y no a este artículo. 


SEÑOR ABREU.- Siempre la casuística es enemiga de la claridad. En realidad, aquí se trata de legislar 
sobre el deber de informar, que en este caso se refiere a que el policía que dispare su arma de fuego, 
deberá informar de inmediato y por escrito a su superior. Luego, su superior tomará las medidas del 
caso en función de las circunstancias, pero no es necesario poner eso por escrito; es abundar en una 
circunstancia vinculada a la responsabilidad funcional del jerarca, que averiguará en qué circunstancia 
fue. Creo que es una casuística un poco exagerada. 


Lo mismo sucede con el tercer inciso porque si el jerarca entiende que el policía disparó el 
arma de fuego en determinadas condiciones o circunstancias, dará cuenta al Juez. Me parece que más 
allá del celo o de la preocupación por buscar una utilización racional de las armas de fuego por parte 
de los agentes policiales, el hecho de imponer la obligación de informar de inmediato supone que el 
jerarca está en condiciones de evaluar las circunstancias y de actuar de una manera u otra, por lo que 
está de más lo que nosotros le podamos decir. Es más, si le parece que no debe actuar, no lo va a 


hacer. Creo que hay que buscar una fórmula que sea contundente porque tal vez, con la intención de 
buscar la mejor solución, se está conspirando contra la claridad de la norma. 


SEÑOR KORZENIAK.- Me parece que hay que tener en cuenta lo que señalaba el señor Senador 
Michelini. Este capítulo, en el que está inserto el artículo 24, se refiere a la actuación de la policía -al 
uso de la fuerza física y otros medios, etcétera- pero el último inciso no se refiere a este artículo sino al 
capítulo. Por lo tanto, habría que poner “Del resultado de la labor desarrollada por la policía según lo 
dispuesto en el presente capítulo, el superior responsable del servicio deberá enterar en forma 
inmediata al juez competente”. Me parece bien que se establezca esto, pero referido a todo el capítulo. 
Si en un procedimiento policial hay que hacer un tiro al aire o a la cabeza, hay que informar al Juez; es 
un hecho que no puede quedar en el ámbito policial. Obviamente, se hace. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, hay una propuesta en el sentido de que el último inciso del artículo 
24 pasara a ser otro artículo, que por ahora sería el 24.1. 


SEÑOR KORZENIAK.- Además, debe eliminarse la expresión “En todos los casos”. 


SEÑORA PERCOVICH.- No quisiera que se pierda la referencia al artículo 6% porque, en realidad, lo 
más importante de esta disposición es cuando dice: “no podrá ser superior a las dos horas”. También 
es una forma de acotamiento de discrecionalidad en el uso de las armas. 


SEÑOR MICHELINI.- Personalmente, como artículo aparte, lo empezaría así: “El superior responsable 
del servicio deberá enterar en forma inmediata al juez competente (artículo 6* de la presente ley), del 
resultado de la labor desarrollada por la policía, según lo dispuesto en el presente capítulo, estándose 
a lo que éste disponga”. 


SEÑOR KORZENIAK.- Me parece bien. 


SEÑOR ABREU.- En realidad, eliminaría la expresión “estándose a lo que éste disponga”, ya que son 
técnicas jurídicas evidentes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, señor Senador, solicito que dé lectura al artículo 24, tal como 
quedaría redactado. 


SEÑOR ABREU.- “Toda vez que un policía dispare su arma de fuego deberá informar de inmediato y 
por escrito a su superior. 


Se exceptúan de la presente disposición los disparos que se realicen con fines de instrucción 
en establecimientos policiales autorizados y equipados a esos efectos”. Se eliminaría: “quien adoptará 
las medidas correspondientes de acuerdo a las circunstancias del caso”. 


Después, vendría el artículo 24.1 con la redacción dada por el señor Senador Michelini, pero 
eliminando la última parte “estándose a lo que éste disponga” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase los artículos, tal cual quedarían redactados. 
(Se lee:) 


“Artículo 24.- (Deber de informar) Toda vez que un policía dispare su arma de fuego deberá 
informar de inmediato y por escrito a su superior. 


Se exceptúan de la presente disposición los disparos que se realicen con fines de instrucción 
en establecimientos policiales autorizados y equipados a esos efectos. 


Artículo 24.1.- El superior responsable del servicio deberá enterar en forma inmediata al Juez 
competente (artículo 6” de la presente ley) del resultado de la labor desarrollada por la policía según lo 
dispuesto en el presente capítulo”. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Eliminaría la expresión final: “según lo dispuesto en el presente capítulo”. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar los artículos 24 y 24.1. 
(Se vota:) 


- 8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 25 sustitutivo. 
Léase. 
(Se lee:) 


“Fuera de los casos expresamente establecidos en los que se aplica el mecanismo de 
comunicación inmediata dispuesto por el artículo 6 de la presente ley, las comunicaciones policiales 
regulares a la Justicia se realizarán según lo preceptuado por los artículos siguientes”. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- ¿En qué cambia el artículo sustitutivo del original? 


SEÑOR KORZENIAK.- Se saca la palabra “eventualmente”, se distinguen las comunicaciones 
regulares de las del artículo 6* y se agrega “según lo preceptuado por los artículos siguientes”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 43. 


SEÑOR GALLINAL.- Me parece que hay un principio general que tenemos que tratar de preservar en 
este proyecto de ley: la detención de las personas, que es una limitación de los derechos, debe 
practicarse sólo en casos excepcionales. En este artículo 43 se agrega otra forma de detención -en 
realidad, es un arresto- que se puede producir en dos hipótesis: cuando alguien no presente su 
documento identificatorio y cuando el policía tenga motivos fundados para dudar de su validez; pero 
ocurre que las únicas formas permitidas de arresto, de acuerdo con el artículo 15 de la Constitución, 
son: infraganti delito o semiplena prueba de él, por orden de Juez competente. De manera que, salvo 
que se cree un delito -que se cometería cuando alguien no se identifica- lo que aquí se denomina, a mi 
juicio incorrectamente, como conducción, no es otra cosa que una forma de arresto evidentemente 
inconstitucional. 


En consecuencia, me parece que deberíamos buscar una alternativa. Estamos de acuerdo - 
por mi parte estuve leyendo algunas definiciones del profesor Korzeniak, incluso- en que “conducción” 
significa “detención”, porque el individuo es conducido a la Jefatura o a una Comisaría contra su 
voluntad. Posteriormente se aplica el artículo 6* del proyecto de ley, donde se establece un plazo de 
dos horas para darle cuenta al Juez; pero está claro que el Juez no está a la orden de la Comisaría en 


forma permanente. Creo que tenemos que cuidar el artículo 15 de la Constitución en estos casos, más 
allá de que todos estamos contestes en que la Policía necesita algún instrumento que le permita actuar 
en aquellos casos de personas que se puedan encontrar en actitud sospechosa, que no tienen 
documentación o que -lo que es más grave, todavía- si la tienen es notoriamente falsa. En definitiva, 
parecería que para dotar de constitucionalidad al artículo 43, se hace necesario crear un delito. 


SEÑOR KORZENIAK.- Este artículo fue objeto de análisis y cuando concurrió el señor Subsecretario 
se le preguntó sobre este tema. Concretamente, lo que ocurre en este caso es que, por vía de un 
paréntesis, se está haciendo una referencia a una falta que ya existe en el numeral 6* del artículo 360 
del Código Penal. Dicho artículo, en el Capítulo | “De las faltas contra el orden público”, dice en su 
acápite: “Será castigado con multa de 10 UR (diez unidades reajustables) a 100 UR (cien unidades 
reajustables) o prisión equivalente” y en su numeral 6% dice: “Omisión de indicaciones sobre la 
identidad personal”. Entonces, no es un delito en el sentido restringido pero, en el sentido legal, los 
delitos se dividen en delitos y faltas, sin perjuicio de que se trata de una fórmula gramatical 
impresentable. Es decir que, en el Código Penal, las faltas integran la categoría de los delitos en el 
sentido genérico. 


Podemos discutir si eso es bueno o malo, ahora lo que hace este artículo es hablar de una 
sanción que no es una multa, sino que es una detención a los efectos de la verificación de su identidad. 
Por ley, eso se puede hacer: se modifica el Código Penal y donde dice “será castigado con multa” se 
podría cambiar por “será castigado con multa o conducción a la policía”. Digamos que es una fórmula 
no ortodoxa que arranca con el disparate gramatical del Código Penal que tiene un género que se 
llama delito y lo divide, como ya dije, en delitos y faltas. Por lo tanto, la defensa es por esa vía. 


Creo que no hay un problema de inconstitucionalidad, sino de querer o no permitir que la 
policía, para verificar la identidad de alguien que no muestra su identificación o si se sospecha que los 
documentos son falsos, pueda conducir o mantener, para esa falta, solamente una multa. Pienso que 
si a una persona se le pregunta si prefiere ir a la Comisaría y llamar por teléfono a la casa para verificar 
que es él o pagar las 10 unidades reajustables -que es lo vigente- elige ir a la Comisaría. 


Estoy de acuerdo en que privar a una persona de su libertad de locomoción, es una detención. 
Justino Jiménez de Aréchaga dice que no, que nadie puede ser preso -ni siquiera usa la palabra 
detenido- sino infraganti delito. 


El tema es si entendemos correcto cambiar lo de la multa por la conducción a la Comisaría 
cuando una persona se niega a identificarse, si está sin la cédula o si se sospecha que tiene una 
cédula falsa. Creo que ahí está la alternativa. No lo plantearía como una inconstitucionalidad, aunque 
estoy de acuerdo en que es una detención del artículo 15. 


SEÑOR ABREU.- Voy a plantear una duda que ya ha sido expresada por el señor Subsecretario.Más 
allá de los aspectos legislativos, tengo una duda práctica. En la época de la dictadura, cuando 
caminábamos por la calle, cualquier policía o militar nos paraba y decía: “Su documento”. Recuerdo 
llevar los documentos en el bolsillo de afuera del saco para evitar tenerlos en el bolsillo interno y hacer 
el gesto -como dicen los partes policiales- de extraer un arma de fuego. Todos pasamos por 
circunstancias más o menos graves, intensas, muy desagradables, pero era porque no tenía 
documentos. Si en este caso no existen documentos, se puede interpretar que no se quiere identificar. 
Al respecto el artículo dice: “En caso que la persona presente un documento identificatorio sobre el 
cual la policía tenga motivos suficientes o fundados para dudar de su validez”, etcétera; pero es más 
grave, ya que si alguien no tiene esos documentos, el policía o el que actúa, lo puede llevar detenido -o 
privarlo de su libertad- por no tenerlos. 


SEÑOR KORZENIAK.- No puede. Es cuando la persona se niega, cuando se opone; no porque no 
tenga cédula. 


SEÑOR ABREU..- Está claro; ¿pero cuándo no tiene documento? 


SEÑOR KORZENIAK.- Entonces dirá que es Fulano de Tal, que pregunten en tal teléfono, que llamen 
al hermano o al vecino. 


SEÑOR ABREU.- El policía tiene dudas sobre la validez del documento, ¿pero qué ocurre en el caso 
de que tenga dudas sobre su identidad? 


SEÑOR KORZENIAK.- Eso corresponde al segundo inciso. No es que tenga dudas, sino que la policía 
tiene motivos suficientes o fundados para dudar de la validez del documento identificatorio. 


SEÑOR ABREU.- ¿Y si no tiene documento? 


SEÑOR KORZENIAK.- Si no tiene, dice “no tengo” y no lo pueden conducir. En el primer inciso del 
artículo se hace referencia al caso de que la persona se niegue. ¿Qué quiere decir que se niega? 
Significa que no se va a identificar; dice que no va a dar la cédula de identidad y que no quiere que el 
policía sepa quién es. Eso es negar la identificación; no es decir que no tiene cédula, la que, por otra 
parte, puede haber perdido. 


SEÑOR ABREU.- Lo cierto es que se está habilitando la discrecionalidad a la autoridad para privar de 
la libertad, más allá de las limitaciones que establezca la ley, porque con conducción o sin ella, con el 
concepto y todo, es una privación de libertad. Como decía el señor Senador Gallinal, tenemos que ver 
hasta dónde llegamos en este tema, porque más allá de la interpretación jurídica que hagamos, en el 
medio de un procedimiento -claro que me puedo equivocar- el que no tenga documentos marcha, 
aunque después arregle. 


SEÑOR KORZENIAK.- Cuando éramos estudiantes, estábamos en una oportunidad estudiando con un 
muchacho -que ahora es abogado penalista- y vino un funcionario de la Administración Nacional de 
Puertos a decirnos que lo teníamos que ayudar, porque a las tres de la mañana se habían llevado al 
gordo Faccio, que era un compañero de trabajo suyo. Explicó que estaba en un bar y que como no 
tenía cédula de identidad, lo metieron en una camioneta policial. Nos dijo que en el momento que 
cerraban la puerta, Faccio le gritó: “Fulano, haceme un 'habeas corpus'. Entonces les vengo a pedir 
que me ayuden, porque yo nunca entré a una iglesia”. 


(Hilaridad) 


SEÑOR MICHELINI.- Aquí estamos en un equilibrio delicado porque, por un lado, cuando se persigue 
a los delincuentes o a las personas que han sido procesadas y se han fugado, o cuando se cometen 
delitos -incluso con hechos de sangre- y la policía sale a buscar a los responsables, en muchas 
oportunidades puede ver a alguna persona sospechosa y tratar de identificarla. Entonces, la 
identificación procede, y si ella no se hiciera o se negara, parecería ilógico que después el policía dijera 
que lo tuvo ahí, pero como no lo puede llevar a la Comisaría para identificarlo, dispone de una 
herramienta menor en la lucha contra el delito. 


Por otro lado, muchos sospechamos que, después, ese poder que se da para un tema 
concreto, se usa mal, sobre todo cuando el policía ve gente que le parece rara para su propio concepto 
de normalidad, a saber, personas más jóvenes que andan a ciertas horas de la noche, con vestimentas 
que él no usa, y para él empiezan a ser todos delincuentes. El artículo 43 dice: “Cuando una persona 
se niegue a identificarse (artículo 360, numeral 6% del Código Penal), deberá ser conducida a la 
dependencia policial, y se dará cuenta de inmediato al juez competente en los términos establecidos en 
el artículo 6% de la presente ley”. Por su parte, en el inciso segundo del artículo 42 se dice: “A los 
efectos de confirmar la identidad manifestada por una persona, la policía podrá requerirle la exhibición 
de su cédula de identidad, credencial cívica, libreta de conducir o cualquier otro tipo de documento 
idóneo para tal fin”. Entonces el policía debería aceptar o dar por válida la identidad inicial, es decir, 
“yo me llamo fulanito de tal” y sólo confirmarla cuando haya dudas. Esto se podrá afinar pero me 
parecería lógico que se trate de un solo procedimiento, según lo establecido en la primera parte del 
artículo 42 cuando dice: “En el marco de procedimientos que tienen por objeto la detención de 
personas requeridas por la justicia competente”. 


Por lo tanto, más que dos artículos sería uno solo porque, si es en ese marco, una cosa es la 
existencia de procedimientos que se están llevando a cabo porque hay personas que son requeridas y, 
otra, por ejemplo, si vemos solo el artículo 43 que habla de “Cuando una persona se niegue a 
identificarse”, que puede ser utilizado a las cuatro de la mañana, cuando unos muchachos salen de un 


baile, se les pide el documento, no lo tienen -sumada la actitud de rebeldía de los más jóvenes- 
generándose una situación desagradable cuando no había ningún argumento ni siquiera para que se 
les pidiera identificación. 


Entonces, me parece que más allá de que se podría volver a redactar el segundo inciso del 
artículo 42 -que creo que fue votado- y hacerlo más claro, me da la sensación de que lo mejor sería 
que se tradujera todo en un solo artículo a ser utilizado cuando una persona se niegue a identificarse y 
se esté ante personas requeridas por la Justicia. Creo que de esta forma se establece un marco más 
claro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- interpreto que la primera parte del artículo 43 simplemente elimina la multa 
cuando dice: “Cuando una persona se niegue a identificarse, deberá ser conducida a la dependencia 
policial”. 


SEÑOR KORZENIAK.- No sé si todos los señores Senadores tendrán la suficiente honestidad de 
confesar que cuando se comenzó a tratar el artículo, se olvidaron de que este tema ya era una falta 
prevista en el Código Penal. Creo que fue así y por eso estamos un tanto entreverados. 


Si este artículo 43 no figura, en mi opinión da lo mismo porque lo único que hace esta 
disposición es atenuar la responsabilidad de la gente que no se identifica. ¿Qué hace un policía que 
pide una identificación y la persona se niega o le muestra un carné que no le convence? ¿Qué está 
obligado a hacer, según la disposición vigente en el Código Penal? En ese caso debe dar cuenta al 
Tribunal de Faltas. El artículo 360, numeral 6”, alude a quien no se identifica, lo que autoriza a la policía 
a pedir la identificación. Entonces, ¿qué hace el Tribunal de Faltas? ¿Lo manda citar, o no? Sí, lo 
manda citar. ¿A quién le dice que lo vaya a buscar? A un policía. Entonces, ¿esto es o no una 
conducción? Lo es y, según lo que aquí se ha dicho, también habría detención y se violaría el artículo. 


En resumen, no tengo ningún problema en que se elimine el artículo 43, pero en el entendido 
de que está vigente el numeral 6% del artículo 360. El único que manifestó que podría ser 
inconstitucional fue el doctor Carvalho, lo discutió en un seminario con el doctor Salvagno y, finalmente, 
la Suprema Corte dijo que no lo era. 


Lo que aquí se está haciendo es cambiar una pena importante, que es de 10 UR, por una 
conducción a la Comisaría, porque el Tribunal de Faltas va a mandar detener a la persona, la va 
mandar citar para preguntarle. Creo que en esto nos enredamos. 


Interpreto que no se deroga la falta, aunque no queda claro, pero hay un cambio porque la 
pena no queda vigente a menos que se comprobara después que la persona había ocultado su 
identidad. 


SEÑOR RIOS.- Con respecto a este artículo, si bien me preocupa el acápite, lo que más me inquieta 
es el segundo inciso. La discrecionalidad respecto de la validez de un documento presentado por un 
ciudadano, que justifique su conducción a la Comisaría, sinceramente no me gusta absolutamente 
nada. 


SEÑOR KORZENIAK.- La flagrancia es discrecional del policía. 


SEÑOR RIOS.- Sí, pero estamos frente a un delito y no a un documento. Lo que me parece importante 
es que, frente a la negativa, busquemos cómo contemplar el Código Penal. No comparto que sea la 
policía quien determine el valor que tiene un documento. 


SEÑOR MICHELINI.- Es bien distinto el caso de que se trate de un procedimiento en el marco de la 
detención de alguien requerido, que el de un policía que va por la calle y crea que le puede pedir el 
documento a una persona en cualquier momento y circunstancia. Entonces, para mí una cosa es que 
todo un artículo de un procedimiento esté en el marco de la detención de personas requeridas, y otra - 
más allá de las redacciones- que se establezca en artículos diferentes y quede al libre albedrío. Una 
cosa es que se realice un procedimiento y un Juez mande realizar una detención porque hubo un delito 

-en ese caso, se lleva a cabo una serie de procedimientos policiales; está enterada la autoridad 


policial, se da cuenta al Juez y se procede a hacer algunas detenciones porque la identificación que se 
da no es la correcta, hay dudas y se está buscando a una persona que robó o mató- y otra, muy 
distinta es dar un poder discrecional a un policía que sabe que está amparado y, ante la duda, al ver el 
documento de identidad o ante el caso de que la persona diga llamarse Fulano de Tal pero no tenga la 
identificación, la pueda llevar presa. De ser así, se podría detener a todas las personas que salen a 
correr por la rambla de Pocitos, porque ninguna sale con la cédula. 


SEÑORA PERCOVICH.- En el marco de lo que acaba de decir el señor Senador Michelini, me parece 
que este primer inciso del artículo 42 es bastante delimitante, porque hace referencia a las personas a 
las que se les puede seguir los distintos procedimientos que se señalan, ya que se habla de personas 
requeridas por la Justicia competente, fugadas estando ya procesadas o condenadas, o presuntamente 
vinculadas a hechos delictivos recientemente acaecidos. 


La única modificación que haría a este artículo 42, que me parece que “marcaría la cancha” 
para el resto, sería establecer que no se trata de cualquier persona, sino de determinadas personas. 
Eso acota más la discrecionalidad del policía para pedirle la documentación a una persona. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Mi sesgo en este tema es el siguiente. Creo que no se deroga nada del 
artículo 360, el cual define una falta y la configura. Aquí se establece un procedimiento sobre el 
mecanismo de sanción de dicha falta. De no ser así, ¿a qué efectos se da cuenta al Juez competente? 
La aprehensión no es una sanción por sí misma. Insisto, ¿para qué se da cuenta al Juez competente? 
Para que aplique lo que corresponde, pero éste no puede decir: “Como usted no tenía documento, la 
sanción es que lo hayan traído a la Comisaría”. Eso no es una sanción, sino otra cosa; es un 
procedimiento judicial con vistas a la aplicación de una ley ante una eventual falta. Quiere decir que lo 
otro sigue vigente y que la sanción sigue siendo la misma. 


Reitero que por esta norma se habilita un procedimiento distinto. No se trata de la 
identificación de una persona por presunción de delito, por comisión de delito o por estar fugada, sino 
que refiere a cualquier individuo que se niega a mostrar su identificación y, entonces, es detenido a los 
efectos de la aplicación de la falta. 


En conclusión, no se deroga nada, sino que se refuerza el numeral 6* del artículo 360 con 
una facultad policial que determina un procedimiento que se considera legítimo. ¿Por qué nace esto? 
Porque muchas veces la policía lo hace y luego el Juez señala que no debió actuar de esa manera. 
Entonces, ahora se pretende legitimar algo que es relativamente habitual. Lógicamente, esto depende 
de las épocas, porque en algunas es más habitual y en otras no tanto. 


SEÑOR KORZENIAK.- Creo que, más o menos, todos tenemos la misma idea. 


Comparto el razonamiento de que esto no deroga la falta y que, por consiguiente, esta 
persona, eventualmente libre de toda otra cosa, puede ser multada por un Tribunal de Faltas. De todos 
modos, hay otras normas en esta ley -que es una iniciativa de procedimiento y no de fondo- que 
establece que cuando la Policía no procede bien, el Juez resuelve en contra del policía que actuó 
erróneamente. 


Por otro lado, estoy de acuerdo con el señor Senador Michelini en cuanto a que el marco de 
esto debe ser el artículo anterior. Es en el artículo 42 -que dice que “en el marco de procedimientos que 
tienen por objeto la detención de personas requeridas por la justicia competente, fugadas”, etcétera- 
que se está habilitando este procedimiento o, al menos, debería ser ahí. 


En lo que tiene que ver con la discrecionalidad policial, quiero decir que nunca vamos a 
terminar de solucionarla. Cuando un policía detiene a una persona porque está cometiendo un delito 
flagrante, es él quien aprecia si es delito y si es flagrante, y ni que hablar cuando se trata de una 
flagrancia impropia, es decir, cuando el policía decide que el hombre que va corriendo es el que robó la 
cartera a la señora. Con esto quiero demostrar que siempre hay un grado de discrecionalidad, por lo 
que todo depende de si se trata de un funcionario honesto, deshonesto, astuto, burro, etcétera. 


En definitiva, quisiera proponer -porque me parece que podría ser una buena solución- que el 
artículo 43, a fin de no juntarlo con el otro y evitar que termine siendo una especie de novela, 
comenzara diciendo: “Cuando dentro de los procedimientos del artículo anterior una persona se niegue 
a identificarse”. Estamos frente a la persecución de un delincuente, de una persona que se fugó de la 
cárcel, etcétera. 


SEÑOR SANGUINETTI.- En ese caso, es más fácil quitar el título “Artículo 43 (Procedimiento en casos 
de omisión de indicaciones sobre la identidad personal)” y formar un solo artículo con los cuatro 
párrafos. 


SEÑOR KORZENIAK.- Mi intención era evitar que el artículo fuera muy largo pero, de todos modos, 
entiendo que puede ser una solución. Creo que nadie está en condiciones de decir que un policía no le 
debe pedir identificación a una persona o preguntarle qué hace allí, cuando pasa por un lugar donde se 
está llevando a cabo un procedimiento. Entiendo que esto no puede generar, digámoslo así, ningún 
tipo de irritabilidad liberal; en definitiva, se trata de una opinión y no le veo inconveniente alguno. En 
ese sentido, tampoco me parece mal que se elimine la separación entre artículos y se deje uno solo 
más largo. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que si transformamos los artículos 42 y 43 en uno solo, para que quedara 
perfecto, en la última frase del inciso primero, después de la coma, donde dice: “la policía puede 
solicitar a cualquier persona que se identifique”, podría establecerse que “la policía puede solicitar la 
identificación a personas que pudieran estar vinculadas con los hechos”, o algo por el estilo; confieso 
que todavía no he pensado en la redacción exacta para este caso. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Quiero decir que concuerdo con algunas sugerencias formuladas por el señor 
Senador Korzeniak con respecto a que se pueda suprimir el artículo 43. Si una persona se niega a 
identificarse, tal como dijo el señor Senador Korzeniak, rige el artículo 360. Entonces, el primer párrafo 
del artículo 43 es totalmente innecesario porque, a mi juicio, ya tiene una previsión legal establecida en 
la falta del artículo 360 del Código Penal. 


Con relación al segundo párrafo, sinceramente, me preocupa la discrecionalidad que otorga; 
bastaría imaginar un documento, que puede estar viejo y arrugado -como suele ocurrir con los papeles 
que tienen los niños luego de que les lavan los pantalones- por lo que su validez se pone en duda, para 
que se pueda argumentar como consideración y el asunto termine en una cuestión similar a lo que es 
una “razzia”. Creo que, frente a este tipo de situaciones, no hay que olvidar que nuestro sistema es 
garantista. 


Creo que estas situaciones están previstas en el artículo 360 del Código Penal cuando se 
contempla que una persona a la que se le requiere el documento puede no exhibirlo. Por otra parte, 
entiendo que la disposición que estamos analizando otorga una discrecionalidad que, ciertamente, me 
genera enormes dudas. 


SEÑOR MICHELINI.- Por mi parte, señor Presidente, solicitaría que este artículo quedara tal cual ha 
sido redactado, porque en este tema estamos en un equilibrio bastante complejo ya que, por un lado, 
se le pide al Ministerio del Interior más seguridad y a la Policía que actúe más y, por otro, se establece 
que los policías no pueden pedir ningún tipo de identificación. Entonces, como no queremos las 
“razzias”, fijamos un marco donde se pueda pedir identificación; siempre hay una discrecionalidad. 
Hagámoslo dentro de un marco, porque si se comete un robo con derramamiento de sangre, acuden 
los patrulleros y uno de los policías pide identificación -no hablo de hacer una detención- parecería 
lógico que frente a lo ocurrido, si la persona en ese momento ni siquiera da su nombre, la policía 
cuente con alguna herramienta. Por esa razón, es bueno establecer un marco, porque si lo eliminamos 
nos van a decir que ni siquiera se le puede pedir una cédula de identidad a nadie. 


SEÑOR ABREU.- Insisto en que vamos a hacer una discriminación de tal naturaleza que en el futuro 
incentive a que las personas estén sin documento y manifiesten: “Si salgo sin documento y digo que no 


lo tengo, no me pueden detener”. En función de este marco, en cualquier circunstancia, una barra que 
va al fútbol puede pensar en no llevar identificación, porque no los van a llevar presos. 


En ese sentido, la legislación francesa a la que acude el Poder Ejecutivo, en el Código del 
Procedimiento de 1983, establece que el ciudadano que se niegue a identificar o se encuentre en la 
imposibilidad de hacerlo, puede ser detenido en el local o en el local policial. Es decir que, en ese caso, 
la casuística lleva a tener este tipo de circunstancias. No me gustaría que se dijera -porque se divulga y 
los muchachos y los que no lo son tanto, lo saben- que si no se tiene documentos no te llevan preso, 
porque de ese modo nadie más saldrá a la calle con identificación, ya sea cédula identidad u otro tipo. 


SEÑORA PERCOVICH.- Voy a señalar dos aspectos. En primer lugar, me parece que la mejor idea a 
la que veníamos llegando es la de que fuera un solo artículo porque establece claramente los casos y 
acota la discrecionalidad a la que se puede inferir. En segundo término, la reflexión que hago en base a 
todas las discusiones que sobre el tema de seguridad hemos tenido en los últimos meses, tiene que 
ver con algo que señaló el señor Senador Korzeniak, en cuanto a que tenemos una policía que 
necesita capacitarse -porque todavía no tiene el grado de instrucción que nos gustaría que tuviera, es 
decir, ingreso por concurso y estar capacitados con determinadas exigencias- y, sobre todo, debe 
saber hasta de memoria los procedimientos. Esta es la primera vez que vamos a hacer un marco 
normativo sobre procedimiento policial, y de acuerdo con lo que en el día de ayer señalaba, así como 
me parecen muy importantes los procedimientos del Código de la Niñez y la Adolescencia para que la 
policía sepa que debe actuar cuando sea necesario y cómo tiene que hacerlo con un adolescente, 
también considero que está bien -de acuerdo con la preocupación que planteaba el señor Senador 
Abreu- que eso no quede librado a la voluntad de llevar consigo o no la cédula de identidad; es más, 
nuestra generación se acostumbró a llevarla, dictadura mediante. 


Por supuesto que uno tiende a pensar qué es lo que va a pasar cuando se dejan las dudas 
razonables a un policía, pues tal como decía el señor Senador Korzeniak, va a depender del aspecto o 
de la edad de la persona. Es preferible que se haga un curso de capacitación en base a un artículo 
bien claro, en donde se establezcan las distintas alternativas para los policías. Es más, como 
Legisladora lo voy a exigir al Ministerio del Interior en base a este proyecto, una vez que todos estemos 
de acuerdo sobre los artículos y los procedimientos. 


SEÑOR KORZENIAK.- Quisiera señalar dos o tres cosas. Aquí se hace una objeción relacionada con 
la discrecionalidad, y eso se puede hacer. Por otro lado, estoy de acuerdo con respecto a la idea de 
unificar los dos artículos, y, por último, tampoco tengo ningún problema en eliminar el artículo 43. Eso 
sí, creo que si nos ponemos a pensar qué puede suceder en cada una de las hipótesis planteadas, ¿al 
final qué vamos a hacer? ¿Acaso vamos a frenar la aprobación del proyecto por este artículo? 
Tenemos que salir de esto de una vez; es algo elemental. El tema es muy sencillo. 


La discrecionalidad policial existe respecto de cualquier funcionario o, mejor dicho, cualquier 
funcionario público tiene cierto grado de discrecionalidad. Evidentemente, el caso de la policía es 
especialmente delicado. Un día escuchamos que hay que dar muchas armas a la policía porque, de lo 
contrario, somos puramente garantistas; esto es algo que en el día de ayer le escuché decir reiteradas 
veces al señor Senador Moreira. Hoy oímos que el procedimiento debe ser garantista, porque la 
discrecionalidad no puede llegar hasta extremos. Por nuestra parte, estamos de acuerdo con ambos 
conceptos, pero habría que preguntarse qué es lo que puede pasar. Es decir, ¿a alguien se le ocurre 
que si hay un procedimiento de los que figuran en el artículo 42 y pasa una persona por allí, con un 
paquetito, la policía no le va a pedir que se identifique? Eso es elemental y pasa todos los días. 
Quienes hemos actuado alguna vez en materia jurídica, sabemos cómo es todo esto. Asimismo, 
sabemos que la policía a veces actúa bien y otras, mal; pero aquí estamos ante un marco normativo de 
procedimiento policial, que hasta ahora nunca había existido en el Uruguay. Hubo, sí, códigos 
manuales para el trabajo de los policías, el primero de los cuales fue elaborado por Arlas, que fue 
profesor de la policía durante años. 


Entonces, en esta oportunidad, debemos optar por suprimir el artículo 43 o juntar todo y así 
nos quedamos tranquilos, teniendo en cuenta lo manifestado por los señores Senadores Sanguinetti, 
Michelini y Ríos. Lo que digo es que pasemos a votar, pues no me parece que debamos hacer un 
seminario sobre este artículo; realmente, sería muy exagerado. 


SEÑOR RIOS.- En el mismo sentido de lo que acaba de expresar el señor Senador Korzeniak, creo 
que el garantismo está dado en la medida en que se cumplan los supuestos fácticos del artículo 42, lo 
que se relaciona con la excepcionalidad. Se da el caso o la posibilidad de tener estas potestades -más 
allá de lo que puede ser la libertad individual- en el supuesto que prevé exclusivamente el mencionado 
artículo. Entonces, para que no haya una lectura independiente, en un solo artículo, se fija lo que se 
puede hacer en esa situación particular, establecida en el acápite del artículo 42, y no en cualquier 
situación de la vida cotidiana. 


SEÑOR MICHELINI.- En el inciso primero del artículo 42, se dice: “En el marco de procedimientos que 
tienen por objeto la detención de personas requeridas por la justicia competente; fugadas estando ya 
procesadas o condenadas; o presuntamente vinculadas hechos delictivos recientemente acaecidos, la 
policía puede solicitar a cualquier persona que se identifique”. 
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Evidentemente, luego de la expresión “presuntamente vinculadas”, faltaría la preposición “a”, 
por lo que habría que agregarla. Pero, a su vez, al final, en lugar de la expresión “la policía puede 
solicitar a cualquier persona que se identifique”, propondría que se estableciera: “la policía puede 
solicitar la identificación correspondiente”. Si bien desde el punto de vista semántico no se trata de un 
gran cambio, se me ocurre que de esta manera no se da lugar a la idea de que la policía puede pedir 
identificación a cualquiera. Con la frase “la policía puede solicitar la identificación correspondiente”, 
queda muy claro que se la solicitará a esas personas que se está buscando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se van a votar los artículos 42 y 43, con las 
modificaciones propuestas. 


(Se vota:) 
- 8 en 9. Afirmativa. 
En consideración el artículo 47. 


SEÑOR ABREU.- Dentro de las preguntas que teníamos para hacer al Subsecretario del Interior 
cuando asistió a esta Comisión, estaba la interrogante sobre qué alcance tenía, efectivamente, la 
inexistencia de la orden judicial para proceder a la detención. Entonces, ¿cuál es la interpretación que 
tenía el Ministerio en estos casos? Está claro que eso está definido, pero le tengo un terrible temor a la 
discrecionalidad en todas estas cosas, la que campea en la mayoría del articulado. Esa es mi 
preocupación, y la digo con total franqueza. Estoy tratando de juntar algunas precisiones del Ministerio 
para evitar esas situaciones. 


SEÑOR KORZENIAK.- La orden judicial es requerida cuando no hay delito flagrante. Por otra parte, 
este artículo define el delito flagrante, y la que está incluida en el texto, es la que hoy existe. Como es 
sabido, se distingue la flagrancia propia, de la impropia. El literal a) hace mención a la flagrancia 
propia, es decir, cuando se sorprende a una persona en el mismo acto de cometer el delito que, como 
se enseña en Derecho Penal, es cuando la “agarran con las manos en la masa”. Por ejemplo, está 
matando a una persona con un cuchillo y el policía o cualquiera de nosotros -en ese caso, se tiene 
derecho a proceder a la detención- la ve. 


En el literal b) se hace referencia a la flagrancia impropia. Es la definición que ya estaba en el 
Código de Instrucción Criminal, así como también en el Código Penal de 1989; lo único que se hace 
aquí, es perfeccionarla. Así, el literal b) expresa: “cuando, inmediatamente después de la comisión de 
un delito, se sorprendiere a una persona huyendo, ocultándose, o en cualquier otra situación o estado 
que haga presumir su participación y, al mismo tiempo, fuere designada por la persona ofendida o 
damnificada o testigos presenciales hábiles, como partícipe en el hecho delictivo”. Es el caso -que 
siempre se enseña en Derecho Penal- de una persona que está en el suelo, con una cuchillada, y de 
otra que va corriendo, pero sin el cuchillo. Entonces, el policía duda sobre dónde tiene el cuchillo o si lo 
tiró; pero la persona afectada dice: “Fue esa persona”. Eso es lo que se llama la flagrancia impropia y 
autoriza a que se detenga. 


El literal c) expresa: “cuando, en tiempo inmediato a la comisión del delito, se encuentre una 
persona con efectos u objetos procedentes del mismo”. Por ejemplo, hubo un hurto de una radio y el 
muchacho va corriendo con ella en la mano; eso es la flagrancia impropia. 


Por último, se hace referencia a la persona que se fugó. En consecuencia, el tema lo veo muy 
claro. 


SEÑOR MICHELINI.- Comparto lo que dice el señor Senador Korzeniak. Lo que me rechina es la 
palabra “aún”, al inicio del artículo, donde dice: “aún sin orden judicial”. Personalmente, pondría “con o 
sin orden judicial” porque cuando están robando, hay que actuar. ¿Qué es aún? Estoy de acuerdo con 
todos los conceptos, pero para mí debe ser con o sin orden judicial. Si a una anciana la están robando, 
el policía tiene que actuar. 


SEÑOR KORZENIAK.- El Derecho Penal tiene características distintas a los otros programas del 
Derecho. El tema de la orden judicial, en el Derecho Penal, es poco menos que un mito. Entonces, 
para que la policía entienda cuál es el procedimiento, se le expresa que aun no teniendo una orden 
judicial, puede detener a una persona, pero se establece en qué casos lo puede hacer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 47. 
(Se vota:) 
-8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 48. 


SEÑOR GALLINAL..- El inciso primero de este artículo me merece objeciones similares a las que había 
establecido para el caso del artículo 43, porque estamos creando una figura nueva. Es preceptivo, ya 
que dice que la policía deberá conducir a dependencias policiales a cualquier persona; ¿pero en qué 
casos debe hacerlo? ¿Cuándo comete un delito? ¿Cuándo hay semiplena prueba? No; además de 
esos casos, todavía en una tercera categoría. Es decir que seguimos limitando las libertades 
agregando excepciones. 


Además, peca del mismo error conceptual que hemos venido señalando: ineludiblemente, la 
conducción termina siendo un arresto, una detención, una privación de libertad. Aquí se establece en 
forma imperativa: “La policía deberá conducir a dependencias policiales a cualquier persona”, y luego 
se deberá dar cuenta al Juez competente. Parecería que la lógica de nuestro sistema constitucional y 
penal es al revés: cuando se dan circunstancias de estas, se da cuenta al Juez competente y es éste el 
que decide si puede abrirse una causa. 


SEÑOR KORZENIAK.- Simplemente voy a proporcionar un dato. Aproximadamente, en el 82% de los 
casos en que la Policía detiene y da cuenta al Juez, éste ordena que se libere. Esto sucede todos los 
días en todos los barrios de Montevideo y sin que haya una norma como esta que dice que “deberá 
conducir a dependencias policiales a cualquier persona si cuenta con motivos suficientes o fundados 
sobre su participación en un hecho con apariencia delictiva recientemente acaecido”. Todo el mundo 
sabe que la semiplena prueba del delito la busca el Juez después que la persona fue detenida. 
Cualquiera que haya hecho Penal | alguna vez en su vida sabe esto. Si el policía dice, por ejemplo, que 
cree que un hombre robó, lo lleva detenido y le avisa al Juez, quien le preguntará -incluso por 
teléfono, como muchas veces se hace- qué elementos tiene o si hay algún testigo, y podrá decidir que 
se le ponga en libertad. Nunca sucede que haya una orden del Juez antes de que el policía detenga a 
una persona que presume que cometió un delito. Acá lo que se está haciendo es dando garantías; se 
está diciendo que el policía debe tener motivos suficientes o fundados sobre su participación en un 
hecho con apariencia delictiva, recientemente acaecido. Realmente, esto es lo que sucede en el 
Uruguay todos los días y, además, se está poniendo la garantía de que la policía sepa exactamente 
cómo debe proceder. 


SEÑOR MICHELINI.- En el artículo anterior se trataba de hechos flagrantes y, en ese caso, había una 
detención directa. Incluso, se discutió si podía ser sin orden judicial, lo que me parece bien. 


En el artículo 48 se refiere a los casos en que no se sabe con total certeza quién cometió el 
delito, pero hay una sospecha fundada de quién es el delincuente -porque hay alguien que le cuenta al 
policía cómo era- y se detiene a alguien con características iguales, pero no en huida. Realmente, lo 
que me rechina es que se diga “en un hecho con apariencia delictiva” y no “en un hecho delictivo”. 


SEÑOR KORZENIAK..- Esto es así porque el que determina si un hecho es delictivo es el Juez. 


SEÑOR RIOS.- Me da la sensación de que este artículo lo que está haciendo es dando garantías; hoy 
en día sucede lo mismo, pero sin garantías. 


SEÑOR MICHELIN!.- Si la explicación es que da más garantías, está bien; pero lo que trato de decir es 
que en el artículo 47 figura la palabra “delito”, que es flagrante, está ahí, y en cambio en el artículo 48 
figura la expresión “con apariencia delictiva”. Entonces, por ejemplo, se llama a la policía porque hubo 
un robo -que realmente existió- se dan las características de una persona, se la sale a buscar pero no 
se la detuvo porque hay dudas de que se haya cometido un delito. Puse este ejemplo porque la 
“apariencia delictiva” no es con respecto al delincuente, puesto que será el Juez quien lo dictaminará. 


SEÑOR KORZENIAK.- Voy a tratar de explicar esto. 


El Derecho Penal tiene una característica muy específica: las palabras hay que analizarlas 
muy a fondo porque es muy literal, a diferencia de otras ramas del Derecho. Este artículo no solamente 
exige para el policía que el hecho tenga una apariencia delictiva ya que el policía nunca puede -aunque 
en realidad pudiera, los penalistas teóricamente tienen que sostener que no- decir que el hecho es 
delictivo; es el Juez el único que puede hacerlo. Por ello se exigen dos cosas concurrentemente: que a 
él le parezca que es un hecho con apariencia delictiva y, además -no otra hipótesis sino, reitero, 
concurrentemente- que esa persona pudiera fugarse, desaparecer del lugar donde el policía cree se 
cometió el delito. Esto es lo que expresa el artículo pero, reitero, que hoy día no existe. 


El artículo 15 de la Constitución se refiere a los delitos flagrantes, a la semiplena prueba y a la 
orden escrita del Juez competente y, en este sentido, pediría a algunos de los señores Senadores que 
están presentes -muchos son abogados- que me digan si conocen un solo caso en el que la detención 
haya sido después que el Juez consiguió la semiplena prueba. Nunca; siempre la detención la realiza 
un policía que le avisa al Juez, después lo lleva porque, según la Constitución, dentro de las 24 horas 
tiene que estar en el Juzgado y el Juez, a su vez, deberá resolver dentro de las 48 horas si hay o no 
semiplena prueba; si la hay, procesa o, de lo contrario, no procesa y pone en libertad a la persona. 
Entonces, la retórica de que siempre se presume inocente hasta la sentencia, es mentira; el Juez 
procesa cuando presume que es culpable; esta es la verdad, lo otro lo vemos en las películas. Nunca 
es el Juez el que encuentra la semiplena prueba para librar la orden, siempre es la policía quien realiza 
la detención y, después, le avisa al Juez. 


En realidad, en este artículo se están incorporando requisitos que hoy no están escritos en 
ningún lado -salvo en algunos manuales- para que puedan realizar la detención, con algún atisbo y que 
no resulte una locura. Tan es así que existe una cantidad importante de policías procesados y un 
porcentaje increíble de comisarios también, pero no por este tema. En el 80% de los casos el Juez 
manda liberar a la persona; no llama al policía y le comunica que metió la pata y que va a ir preso. 
¿Por qué? Porque es una práctica que no es discrecional, a diferencia de la que estamos considerando 
donde se están incluyendo una cantidad de garantías, por lo menos, escritas que, en la práctica, no 
sabemos si funcionarán. Va a seguir siendo lo mismo: la semiplena prueba la busca el Juez después 
que la persona esté detenida, porque no hay nunca una orden del Juez previa a la detención; por lo 
menos, quien habla nunca la ha encontrado. 


Voy a contar una anécdota que viví. En el día de ayer, brindé con un señor que hacía tres 
meses y medio que estaba preso porque lo habían confundido con otra persona que había robado un 
supermercado. 


SEÑOR ABREU.- Acá se da una gran amplitud a la posibilidad de entender “motivos suficientes o 
fundados sobre su participación en un hecho con apariencia delictiva”, pero se le obliga 
preceptivamente al policía cuando se expresa: “deberá conducir a dependencias policiales”. En las 
otras circunstancias del artículo 42, en algunas sí hay una obligación pero, en otras, se le da la 
facultad. Es decir que el policía se va a sentir compelido a detener una persona simplemente porque la 
norma dice que lo deberá hacer. Me pregunto por qué no se le da al policía la facultad -de la misma 
manera que interpreta un hecho aparentemente delictivo- de sustraerse, ante la ambigúedad, a la 
obligación preceptiva de detener al individuo. 


SEÑOR KORZENIAK.- Si me permite, señor Presidente, quiero comunicar que debo retirarme para 
asistir a una Comisión de la Cámara de Representantes que me ha hecho el honor de invitarme. 


SEÑORA PERCOVICH.- Señor Presidente: quiero decir que me parece bueno este artículo, sobre todo 
el numeral 2), que es todavía más garantista porque establece claramente cuándo no se pueden 
efectuar determinados procedimientos. 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que el alcance justo está determinado por el artículo 47, donde se 
establecen claramente las hipótesis de in fraganti delito, que están definidas en los literales 
correspondientes. En cambio, en el numeral 1) del artículo 48 hay una hipótesis distinta tanto al 
flagrante delito como a la semiplena prueba, y en consecuencia me parece que es francamente 
inconstitucional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-4 en 7. Afirmativa. 
En consideración el artículo 57. 
Léase. 
(Se lee:) 


“El personal policial no debe permitir el contacto entre personas detenidas o conducidas 
mayores y menores de edad, como tampoco entre personas detenidas o conducidas de diferentes 
sexos”. 


SEÑORA PERCOVICH.- Creo que la redacción sigue siendo poco clara, porque la idea era que el 
personal policial no permitiera el contacto entre personas mayores y adolescentes. 


SEÑOR ABREU.- ¿Cuál es el alcance del término “contacto”? 
SEÑORA PERCOVICH.- Yo no utilizaría esa palabra. 


SEÑOR MICHELINI.- Podría decir: “La detención de mayores y menores, como así de personas de 
diferente sexo será separada”. 


SEÑORA PERCOVICH.- Me imagino que uno de los reclamos ha sido que muchas veces se junta a 
mayores con menores porque los locales no dan para otra cosa, pero esto tendría que estar previsto. 


El título del Capítulo ll dice “De la protección de los derechos de las víctimas, testigos y 
personas que brinden información calificada”. Estoy pensando en los casos de violencia o abuso, ya 
que son muchas las denuncias de ese tipo que llegan a mi despacho. Tengo entendido que en algunas 


oportunidades se junta a un adulto que ha sido acusado, con un niño o adolescente que es víctima. 
Esto no queda demasiado claro. 


SEÑOR MICHELINI.- Ese no es el título; en realidad la señora Senadora debe estar refiriéndose al 
Capítulo IV: “Procedimientos con personas detenidas o conducidas en dependencia policial”, Sección |: 
“Registro de personas detenidas y conducidas”. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Creo que este tema se podría atar al artículo anterior, es decir, al 56, y 
agregar en la última oración: “evitando el contacto” 


SEÑOR RIOS.- Esos no son términos jurídicos. 
SEÑOR LARRAÑAGA.- Podría decir “evitando la permanencia conjunta”. 


SEÑOR MICHELINI.- La última frase del artículo 56 podría decir: “Evitando la permanencia conjunta de 
personas de diferente sexo y de personas mayores con menores de edad.” 


SEÑORA PERCOVICH.- Hay que aclarar que se refiere a las personas detenidas o conducidas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, hay que eliminar el artículo 57 y agregar esa oración al final del 
artículo 56 referido al alojamiento de personas detenidas o conducidas. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el sustitutivo del artículo 75. 
(Se lee:) 
“Artículo 75 (Procedencia de la incomunicación) 


Estrictamente como medida de urgencia, la policía podrá disponer la incomunicación de la 
persona presuntamente involucrada en el hecho investigado y de testigos del mismo, como forma de 
evitar que se afecte la indagatoria o se incida sobre los elementos probatorios, enterando de inmediato 
al juez competente (artículo 6 de la presente ley)”. 


El segundo inciso quedó igual. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo único que cambia es que en el título, en lugar de “disponibilidad”, va 
“procedencia de la incomunicación”. 


En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


-7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR GALLINAL.- Quisiera plantear que el artículo 62 establece un principio general que debería 
ser exactamente al revés. Digo esto porque dicho artículo establece el principio de que nadie puede ser 
puesto en libertad sin orden judicial y, en realidad, nadie puede ser arrestado sin orden del Juez. Ese 
es el principio general. Si la policía arresta flagrante delito a un individuo y, antes de informar al Juez o 
después de informado pero sin obtener respuesta de éste, advierte que hubo un error, lo que tiene que 
hacer es ponerlo en libertad en forma inmediata, que, por otra parte, es lo que hace. 


Esto, incluso, viene al caso de lo que señalábamos en oportunidad de la discusión del artículo 
48, en el sentido de que si la policía llega a la conclusión de que una persona no está implicada en un 
hecho delictivo, no tiene por qué esperar la orden del Juez para ponerlo en libertad. Entonces, no 
podemos obligar a la policía a que, en todos los casos, después de que detiene a una persona, 
requiera del Juez la decisión correspondiente, porque en ese caso estaríamos limitando enormemente 
la libertad de las personas. Por eso, también valía la objeción para el primer inciso del artículo 48, que 
se mantuvo con la redacción original. En fin, me parece que no puede quedar con este artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A nuestro juicio, este artículo 42 es mucho más garantista desde el punto de 
vista de los artículos a que se hacía referencia antes, entre ellos, el 48, según el cual si una persona es 
conducida a la Jefatura en forma irregular y después lo sueltan, entonces todo el procedimiento fue 
irregular. La única forma de darle garantía es que cuando la policía conduce a la persona a la Jefatura, 
intervenga un Juez y le dé la libertad. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Entonces, además de que el procedimiento no es regular, la persona va a 
estar más tiempo presa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Y el policía no le da parte al Juez? 
SEÑOR ABREU.- Le tiene que dar parte. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, ¿cómo no va a esperar a que el Juez ordene la libertad? ¿El policía 
lo libera por decisión propia? Lo que se teme es que no le dé participación al Juez. 


SEÑOR ABREU.- El artículo 6% establece que el plazo para la comunicación inmediata al Juez 
competente no podrá ser superior a dos horas. Quiere decir que hay una actuación administrativa que 
acelera la comunicación al Juez. La pregunta que me hago es si el Juez, que está al tanto de la 
privación de libertad, es el que define si permanece o no. Esa es la duda que tengo. No sé si la policía, 
después de que dio la orden, está en condiciones de otorgar la libertad sin esperar al Juez. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad, no tiene ninguna posibilidad. Es más; creo que por eso el objetivo 
de este artículo es dar la garantía de que se comunique al Juez. 


SEÑOR GALLINAL..- Pero el artículo parte de la base de que después de que la persona fue detenida 
no podrá ser liberada hasta tanto se obtenga la orden del Juez, se le haya comunicado o no. Si no se 
le comunicó, se deberá hacerlo para que ordene, en tal caso, la libertad. 


Creo que en el caso planteado, en ambas situaciones corresponde la libertad sin esperar la 
decisión del Juez, pero con mucha más razón cuando ni siquiera se le comunicó. 


SEÑOR MICHELINI.- Si se da cuenta al Juez, la policía está a lo que éste determine. Cuando lleva 
detenida a una persona porque no quiso identificarse, tiene dos horas para dar cuenta al Juez; 
entonces, si a los diez minutos corroboró la identidad, creo que no corresponde esperar. Lo que sí me 
parece lógico es que quede la constancia correspondiente cuando una persona queda detenida en una 
dependencia policial, y no que nadie registre el hecho; esto evita que estemos ante una decisión 
individual del policía. 


SEÑORA PERCOVICH.- Tal vez habría que elaborar una nueva redacción. 


SEÑOR GALLINAL.- Hay que eliminar este artículo. No obstante, podemos pensar en una redacción 
alternativa para aquellos casos en los que ya se haya puesto en conocimiento al Juez. Este es un tema 
donde caben muchas dudas, porque hay que ver cómo se trabaja: la comunicación al Juez es por 
oficio, en un plazo de dos horas. ¿Y qué pasa si la detención se produce a las 11 de la noche de un 
domingo? Puede suceder que la persona en cuestión quede detenida por 12 horas esperando una 
definición judicial que sí o sí va a ser positiva en tanto la policía le va a comunicar al Juez que 
arrestaron a cierta persona, que su documento es correcto y que no está implicada en ningún hecho 
delictivo. Sin embargo, lo que aquí se establece es que hasta que el Juez no lo ordene, no se puede 
liberar a la persona. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos ya dentro de la hora de comienzo del Plenario, por lo que 
corresponde levantar la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 4 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


